Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 15 minutos.) 
-Muy buenos días para todos. 


La Comisión de Hacienda del Senado tiene mucho gusto en recibir a la Comisión Directiva 
del sindicato de trabajadores de la Dirección General de Comercio, que nos va a dar su opinión sobre 
el proyecto de ley que está a estudio de la Comisión, que tiene que ver con las zonas francas, que 
pasarán a llamarse zonas económicas especiales. 


SEÑORA ACEVEDO.- Mi nombre es Macarena Acevedo, soy funcionaria de la Dirección General de 
Comercio y he venido en representación del sindicato de trabajadores para plantearles que nos 
encontramos en una situación muy crítica y angustiante que hemos tratado de transmitir en unas pocas 
líneas. En realidad, de ninguna forma intentamos presentar un informe técnico, porque creemos que 
este tema debemos discutirlo con los señores Senadores a fin de buscar una salida que proteja el 
trabajo de muchos años. 


En este momento existen inequidades dentro de la unidad ejecutora debido al tratamiento 
indiscriminado que se le dio a un decreto del año 2004 con referencia al año 2001, que dejó a una 
porción de funcionarios sin la posibilidad de que se les incorporara al sueldo una compensación que 
veníamos cobrando desde 1996. Esto ha llevado a que algunos funcionarios —representan 
aproximadamente el 25% o el 30%- se vieran beneficiados con esa compensación, pero que otros 
quedaran a la deriva. Se trata de un dinero que representa una cantidad muy importante dentro del 
sueldo, puesto que varía entre un 20% y un 30% de lo que percibimos. 


Para decirlo de otro modo: nos encontramos con que un artículo de una ley —que no fue 
negociada con los trabajadores— nos perjudica. Para algunos funcionarios no se trata de una cantidad 
mínima de dinero; no se trata de un dinero que pueda sacarse, obtenerse de otro salario. Estamos 
hablando de cifras de entre $ 6.000 a $ 10.000. Debo agregar, además —y esto también debe tenerse 
en cuenta— que muchos de nosotros hemos tomado créditos hipotecarios. Es esto, entre otras cosas, lo 
que nos ha llevado a recurrir a ustedes, por lo que agradezco muchísimo la sensibilidad que han tenido 
para tratar este tema, porque para nosotros es realmente angustioso saber si se va a aprobar o no el 
proyecto de ley, si se baja la variable, etcétera. ¿Cobraremos la variable? Si es así, ¿cómo 
enfrentaremos los créditos que la misma Administración nos ha hecho tener al día de hoy? Imagínense 
ustedes, por ejemplo, que si uno no le paga la cuota al Banco de la República, no basta con ir a 
trabajar a otro lado para poder cubrirla, no basta con conseguir la plata por otro lado y llevársela; 
sencillamente, le quita las garantías —esto es algo que ustedes pueden averiguar mejor que yo—, 
porque refieren a una remuneración, no ejecuta. Lo mismo sucede con los préstamos personales que 
tiene mucha gente o con el accionar de las cooperativas. 


Desde 2004 a 2013 hemos venido cobrando esta partida pero en función de lo establecido en 
el Decreto 417 —que incurrió en una iniquidad—, la Administración paralizó totalmente la calificación y 
dejó fija esa cantidad. Es por eso que al día de hoy nos encontramos en una situación por demás 
alarmante y vemos todo esto como una falta de transparencia, como una falta de consideración. No 
pensábamos venir a molestarlos, pero la situación lo impone y hace que debamos recurrir a la 
sensibilidad de los señores Senadores que integran la Comisión de Hacienda. Esta variable —que, 
reitero, afecta a 54 funcionarios—, en sueldos cuya ejecución supone $ 70:000.000 anuales, significa $ 
3:600.000, o sea, una mínima parte. Pero para nosotros no es una cantidad mínima; se trata de un 
tema gremial y humano. Por eso recurrimos a esta Comisión para que nos ayuden a encontrar una 
salida. 


Agradecemos enormemente esta oportunidad. Tal vez, deberíamos haber presentado un 
informe técnico, pero entendemos que los doctores Zapirain y Meza pueden informarles con mayor 
exactitud sobre los aspectos técnicos. Insisto: consideramos que se trata de un tema humano que hay 
que atender porque hemos trabajado durante todos estos años. Mis compañeras y yo tenemos entre 


38 y 40 años de servicio y no hemos trabajado sentadas en una silla poniendo sellos. Es más, si los 
señores Senadores desean pueden ver nuestros antecedentes laborales. 


Nuevamente les agradecemos esta oportunidad que nos han brindado. 
SEÑOR ZAPIRAIN.- Soy asesor jurídico del sindicato y voy a referirme al tema puntual. 


El problema se origina porque el artículo 35 del proyecto de ley en estudio deroga el artículo 
31 de la Ley N* 15.921. En virtud de esta norma y su reglamentación posterior, los funcionarios 
recibían una compensación que dependía de una calificación —nunca fue muy claro, pero no es del 
caso referirme a ello- y en algún momento se integró al salario de un grupo de ellos, pero otro, 
integrado por 54 trabajadores —al cual se refirió la compañera—, siguieron percibiendo esa suma como 
compensación. ¿Cuál es la situación que se plantea hoy? Que si se deroga lisa y llanamente este 
artículo, estos 54 funcionarios dejarán de percibir esa compensación, en tanto que aquellos a los que 
ya se les incorporó a su salario, lo cobrarán. Por lo tanto, se genera una situación de discriminación e 
injusticia que, descuento, no es voluntad del Legislador ni de quienes elaboraron esta norma. 


No decimos que no se derogue el artículo —porque la filosofía del estatuto recientemente 
aprobado es eliminar todo tipo de compensaciones-—, sino que la derogación no puede ser lisa y llana. 
Pensamos que debería incorporarse alguna enmienda que permitiera contemplar a esos 54 
funcionarios; en criollo, debería decir que esa compensación que venían percibiendo quede integrada 
al salario. De esa forma se haría justicia y todos los funcionarios percibirían la compensación en sus 
salarios. 


Esto es lo sustancial del problema que se plantea, sin perjuicio de que la colega podrá 
referirse al tema más en detalle, porque es funcionaria y domina la interna. 


SEÑORA MEZA.- Agradecemos a cada uno de los señores Senadores la deferencia que han tenido 
en recibirnos en esta Comisión. 


Creo que el doctor Zapirain ha sido sumamente claro en su exposición jurídica y, por lo tanto, 
me queda poca cosa para aportar en la búsqueda de un entendimiento. 


La Ley N* 15.921, que es la que ha regido el sistema de zonas francas hasta el presente, es 
del año 1987. En esa ley estaba incluido el artículo 31, que establece: “El producido de las 
prestaciones pecuniarias obtenidas por la Dirección de Zonas Francas de parte de los usuarios se 
destinará al mejoramiento de los servicios, promoción y publicidad y a obras para el desarrollo y 
mejoras de las mismas”. Recién en el año 1994, luego de varios años de planteos sindicales y de 
lucha, los funcionarios de la entonces Dirección Nacional de Zonas Francas lograron que se 
reglamentara ese artículo. Lisa y llanamente, la disposición establecía que del producido, de lo que 
recaudaba la Dirección Nacional se iba a destinar un porcentaje a mejorar los servicios, pero la real 
ejecución de esa norma tuvo lugar en el año 1994 a través del Decreto 390 que fijó de qué forma se iba 
a instrumentar esa partida. 


Desde 1994 hasta la fecha, con algunas modificaciones —como planteó recién el doctor 
Zapirain—, los funcionarios de la entonces Dirección Nacional de Zonas Francas —luego de la fusión, 
Dirección General de Comercio—, hemos percibido una porción de ese producido que, de alguna 
manera, representa gran parte de nuestro trabajo cotidiano. El Estado recauda estos dineros gracias al 
trabajo de los funcionarios; quiere decir que en la medida en que cumplimos mejor nuestras funciones, 
obtiene una recaudación más pura, directa y menos trabada. 


Sorpresivamente, en esta modificación que se plantea —que compartimos en muchos 
aspectos, porque consideramos que después de tantos años de establecido el sistema hay que 
solucionar algunos problemas que se han ido detectando con el tiempo— nos encontramos con que se 
deroga el artículo que da sustento a esos ingresos. Recién hablábamos de que con esto se verían 
perjudicados 54 funcionarios. Quizás esta cifra pueda considerarse pequeña pero, en realidad, para la 
Dirección General de Comercio representa el 65% de sus funcionarios. Por lo tanto, si traducimos esta 


cifra a porcentaje veremos que cobra otra relevancia. ¿Por qué decimos que ese 65% de funcionarios 
van a tener una disminución real de sus salarios? Por lo siguiente. Se dice que la ley entrará en 
vigencia a los noventa días de su reglamentación. En el mes de marzo, entonces, ya estará vigente y, a 
partir de abril, los funcionarios que estamos en esta situación perderíamos un promedio de $ 3.000 a $ 
12.000, lo cual representa entre un 20% a un 45% de los ingresos que, como decía la señora Acevedo, 
están sustentando un modo, un sistema de vida de más de diez años. 


Creemos que la voluntad del Poder Ejecutivo no ha sido perjudicar a los funcionarios, sino 
que se trata de una situación que quizás pasó desapercibida en el momento de redactar el proyecto de 
ley y por eso no se tuvieron en cuenta las consecuencias económicas de esta derogación. Por lo tanto, 
estamos pidiéndole a esta Comisión del Senado que de algún modo se salvaguarden los derechos 
adquiridos respecto de estos fondos. 


Sabemos que el proyecto de ley, en su artículo 21, hace una especie de enroque entre los 
dineros que antes se recibían de todos los explotadores del sistema y se remite al área Zonas 
Económicas Especiales el producido de las prestaciones provenientes de la Zona Franca de Nueva 
Palmira. En algún momento alguien ha argumentado que la derogación del artículo 31, en realidad, no 
causa perjuicio porque el artículo 21 es casi como un artículo en espejo. Queremos que la Comisión 
tome nota de que no es lo mismo el producido de las prestaciones pecuniarias provenientes de todo el 
sistema de zonas francas —o sea, de las zonas francas privadas más la pública— que el proveniente 
pura y exclusivamente de la zona franca que el Estado administra. Aquí hay que tener en cuenta una 
agravante y es que en reuniones que hemos mantenido con nuestros Directores y con la economista 
Osimani, esta nos ha manifestado que posiblemente la explotación de las zonas francas de Nueva 
Palmira pase a la Corporación Nacional para el Desarrollo. Si fuera así, por la derogación del artículo 
31 estaríamos perdiendo el sustento de nuestras compensaciones provenientes de las zonas francas 
privadas, y si la explotación —o desarrollo, como plantea el nuevo proyecto de ley- de la única zona 
franca pública que tiene el país pasara a manos de la Corporación Nacional para el Desarrollo, 
entonces nuestra bolsa quedaría en cero. 


En ese sentido es que proponemos dos modificaciones. Con respecto al artículo 31 que, si 
efectivamente se va a derogar, se establezca que se mantienen los derechos adquiridos por los 
funcionarios al momento de la vigencia de la nueva ley y, en lo que tiene que ver con el artículo 21 y 
para el supuesto de que, finalmente, el área Zonas Económicas Especiales deje de ser el desarrollador 
de la Zona Franca de Nueva Palmira, que se mantengan esos fondos en el área, que Rentas 
Generales los provea por algún mecanismo porque, de lo contrario, no tendríamos oportunidades en 
ese sentido. Yo soy la mayor pero hay funcionarios que tienen por delante muchos años de carrera y 
que quedarían topeados y sin posibilidades de recursos a futuro. 


SEÑOR ABREU.- Antes que nada, quiero agradecer a la delegación por su presencia. 


Más allá del tema general que después vamos a abordar, la idea que se está manejando de 
que la Zona Franca de Nueva Palmira pueda pasar a la Corporación Nacional para el Desarrollo se 
implementaría ¡mediante su designación como usuario directo y después esa Corporación haría los 
contratos con usuarios indirectos de la Zona. Es decir que esta zona franca, que hoy es pública —por 
decirlo así-, pasaría a manos de la Corporación Nacional para el Desarrollo para que esta sea el 
usuario directo de la Zona Franca de Nueva Palmira —que data de los años veinte— que, en este caso, 
permanecería cambiando la condición de usuario directo. ¿Es así? 


SEÑORA MEZA.- Sí. No sé si se prefiere que hable con los términos viejos porque, en realidad, lo que 
se cambia, fundamentalmente, es el concepto de explotador, que es sustituido por el de desarrollador y 
estamos más acostumbrados a hablar de explotadores que de desarrolladores. 


El sistema tiene, por un lado, al explotador que, en el caso de las zonas francas privadas, es 
un privado que es el titular de la tierra y que contrata con usuarios directos e indirectos, que son las 
personas jurídicas exoneradas. O sea que el explotador no está exonerado, los que sí lo están son los 
usuarios directos e indirectos; el explotador maneja, administra ese espacio. 


En el caso de Nueva Palmira, el Estado es el explotador y contrata con usuarios directos e 
indirectos. Entonces, la Corporación pasaría a ser la explotadora de la zona franca y tendría una 
determinada cantidad de usuarios —o sea, los actuales y los que pueda negociar en el futuro—, pero el 
cambio fundamental es que el Área Zonas Francas de la Dirección General de Comercio —ex Dirección 
de Zonas Francas- deja de explotar la Zona Franca de Nueva Palmira y pasa a hacerlo la Corporación 
Nacional para el Desarrollo. 


SEÑOR GALLINAL.- Me resulta claro —y me parece que es a lo que deberíamos buscar una solución 
legislativa- que cuando se crea la ley madre de zonas francas se establece en el artículo 31 qué 
destino se dará al producido de las prestaciones pecuniarias obtenidas por la Dirección. Así se 
estableció un conjunto de destinos pero, como pasa tantas veces en la Administración Pública, se les 
terminó dando una naturaleza salarial, ya que se otorgaron a los funcionarios. Entonces, más allá de 
que en el día de mañana la Zona Franca de Nueva Palmira —o cualquier otra- pueda pasar a ser 
administrada por otras manos, aquí lo que hay que buscar es una solución que proteja derechos 
adquiridos en materia salarial ante cualquier eventualidad. Si mañana el Legislador, ante una iniciativa 
del Poder Ejecutivo, dispone algún cambio de cualquier naturaleza a nivel de las zonas francas, está 
claro que ese cambio nunca puede vulnerar los derechos que se adquirieron especialmente en materia 
salarial. 


Por lo tanto, tenemos que encontrar una norma en este sentido, ya que creo que con su 
iniciativa el Poder Ejecutivo —igualmente lo vamos a preguntar— no buscaba vulnerar los salarios. 
Precisamente, tenemos que elaborar una norma que proteja eso, independientemente de los avatares 
que puedan tener las zonas francas. Podrá tratarse de una norma que atienda el caso concreto o que 
se establezca que ninguna de las modificaciones que se realizan a través del proyecto de ley 
significarán modificaciones en ese aspecto. 


Creo que ese es el objetivo que se busca, por lo menos es lo que entendí cuando tuve 
oportunidad de recibir a una delegación, ya que me trajeron los decretos a través de los cuales se 
fueron estableciendo esas atribuciones de carácter salarial. Me acotan que el término correcto es 
compensaciones, aunque no estoy seguro de eso porque a veces se busca que las compensaciones 
no tengan naturaleza salarial. Lo cierto es que aquí se incrementaron los salarios a través de esa 
partida. Por eso deberían adquirir un blindaje que esté por encima de las modificaciones estructurales 
que puedan tener las zonas francas; eso es lo que se pretende. Sinceramente, creo que cuando 
enviaron este proyecto de ley no se pensó en eso, porque si se lee con atención lo que dice el artículo 
31, cuando lo redactaron se tenía la impresión de que la idea no era que esos recursos se destinaran a 
salarios, porque se habla de “promoción y publicidad y a obras para el desarrollo y mejoras de las 
mismas”; eso parece quedar claro. Pero como tantas veces pasa en la Administración Pública, se 
termina recurriendo a partidas extraordinarias para cubrir salarios. 


Entonces, tendríamos que consultar al Poder Ejecutivo para conocer el objetivo de la norma. 
Está claro que aquí no se habla de un destino, por lo que habría que saber por qué se pensó en esta 
iniciativa; precisamente, esta es la razón por la que entiendo que deberíamos redactar una norma al 
respecto. 


SEÑOR ABREU.- En la misma línea de lo que decía el señor Senador Gallinal, agregaría que esto 
termina siendo la vieja metodología de los proventos. Quiere decir que determinados ingresos que 
tiene cierta actividad se dirigen en forma directa a una remuneración o a lo que son las 
compensaciones o salarios de los funcionarios que trabajan en ese tema. También coincido con el 
señor Senador Gallinal en que la norma no es clara; no lo es porque habla del “mejoramiento de los 
servicios, promoción y publicidad”, etcétera. Incluso, en este momento es menos clara porque antes 
utilizaba la palabra “destinará”, o sea, el verbo en imperativo, y ahora se dice: “podrá destinarse”. 
Quiere decir que queda a discrecionalidad del Poder Ejecutivo el destinar o no estas cifras, lo que 
aumenta, obviamente, la incertidumbre de quien está recibiendo este beneficio que ya se pone en 
peligro por la derogación, quizás, no debidamente pensada y redactada ya que esto está más 
vinculado a la compensación y al salario de los que tienen responsabilidades en materia de zonas 
francas. Reitero que ahora se dice “podrá destinarse”, con lo que tenemos la incertidumbre acerca de 
la redacción, la incertidumbre acerca del futuro del salario y la incertidumbre acerca de la voluntad del 
Poder Ejecutivo, en tanto ya no se trata de una decisión imperativa impuesta por ley. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Como bien ha dicho el señor Senador Abreu, entre el texto y la realidad hay una 
diferencia bien importante. 


Consulto sobre si esta situación nunca la habían planteado en las distintas instancias 
presupuestales, ya sea de Presupuesto Nacional o de Rendición de Cuentas. Claramente, se trata de 
un tema vinculado al presupuesto. 


Por otro lado, la doctora Meza señaló que tenían mucha experiencia sobre el funcionamiento 
de las zonas francas y que en esa materia podrían realizar aportes. Le tomo la palabra entonces y, 
puesto que estamos comenzando a discutir un proyecto de ley complejo, considero que la experiencia 
vivida por ustedes puede aportarnos elementos que nos permitan clarificar muchas normas que se 
modifican como así también aquellas que se piensa introducir. Sabemos que toda esta materia 
generará cierta preocupación a nivel de los usuarios de las zonas francas. En tal sentido, insisto, le 
tomo la palabra porque la experiencia de ustedes puede ser muy enriquecedora. Después se verá si 
ese aporte lo hacen concurriendo a la propia Comisión, particularmente a los distintos Senadores o por 
escrito. 


SEÑOR GALLINAL.- Le tomo la palabra al señor Senador Baráibar en cuanto a que estamos 
empezando a discutir esta iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera saber si la retribución extra que ustedes recibían tenía que ver con el 
producido de las prestaciones pecuniarias o si era siempre la misma cantidad. 


SEÑORA MEZA.- En primer lugar, deseo aclarar al señor Senador Baráibar que no siempre los años 
traen experiencia. 


(Hilaridad.) 


—Con respecto a la pregunta que nos hacía en cuanto a si alguna vez habíamos intentado 
ingresar esta partida en ocasión del tratamiento del Presupuesto Nacional o de una Rendición de 
Cuentas, debo remarcar que la compañera Acevedo, al principio de su alocución, expresó que, 
efectivamente, parte de esta compensación o retribución proveniente de los ingresos de los 
explotadores fue incluida en el salario. ¿Qué sucedió? Esa inclusión se produjo en 2004 y desde 
entonces han ingresado a nuestra oficina muchos compañeros, quienes accedieron a esta partida pero 
ahora la perderían porque no estaban en ese año. 


Otros compañeros tuvieron oportunidad de mejorar sus calificaciones y, por lo tanto, 
aumentar la participación en este rubro; después del 2004, también quedaron con la compensación 
variable. 


Algunos funcionarios ascendieron en su escalafón, cambiaron de grado, lo que también 
generó esta partida variable; el 45% que mencionábamos hace un rato, que la tienen incorporada en su 
salario, son funcionarios que no han tenido ninguna modificación presupuestal. Quiere decir que ya 
estaban en la unidad ejecutora, no modificaron su calificación ni aumentaron el grado. Los que están 
en esta situación de coyuntura son los funcionarios que ingresaron al área después de 2004, que 
cambiaron su calificación hacia arriba o ascendieron en el escalafón. Esos son los perjudicados. 


SEÑOR COURIEL.- ¿Los mejores? 


SEÑORA MEZA.- No; no todos los que ingresaron después del 2004 tuvieron altas calificaciones. Allí 
se da el equilibrio que siempre existe. 


Con respecto a la pregunta planteada por el señor Presidente, la reglamentación estableció 
que de las prestaciones pecuniarias que el Estado recibía, se destinaba un porcentaje. Este porcentaje, 
en el momento en que fue salarizado, antes de 2004 en la Ley de Presupuesto, quedó reducido. Parte 
de esos fondos, al día de hoy provienen de Rentas Generales. La gente que lo tiene ingresado en su 


salario lo está cobrando por Rentas Generales; la gente que lo tiene como partida variable —o, como 
diría el Senador Couriel, los mejores— lo está recibiendo directamente de lo que recauda la Dirección 
General de Comercio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Es variable, entonces? 


SEÑORA MEZA.- Se llama variable pero desde el año 2004 las únicas modificaciones que ha tenido 
han sido los aumentos salariales, los de enero de cada año. 


SEÑORA ACEVEDO.- Quiero hacer algunas precisiones respecto de lo hablado. 


En primer lugar, que hay funcionarios que vinieron de 2004 —pero también hay funcionarios 
de 1998 y 1999— a los que la Administración, violando la ley, no quiso calificar por un tema de que 
cobrarían una compensación que se repartiría con el resto de los funcionarios. Entonces, en esos 
años, la Administración, en el puntaje que se puede ver en los originales, ponía cero. El Decreto 417, 
que es muy mañoso, dice: “Los funcionarios que a la fecha de vigencia de la ley que se reglamenta, no 
recibían retribuciones sujetas a calificación, calcularán su compensación de acuerdo al monto 
resultante de la primera calificación realizada con posterioridad al 1? de enero de 2001, y a partir de la 
fecha de la misma”. 


Hay muchos funcionarios cuya primera calificación fue cero; era una forma de no ponerles 
calificación, porque la Administración no quería repartir entre los nuevos. Ese cero castigó a los 
funcionarios que lucharon muchísimo por una calificación que luego les tocó a todos; incluso los que 
ingresaron después de 2004 se vieron favorecidos por lo hecho por un grupo de funcionarios. Inclusive 
se han iniciado expedientes solicitando la calificación que les correspondía. Se quedó debiendo a los 
funcionarios algo que después nunca más se reclamó, porque pactamos que los calificaran y algunos 
funcionarios de 2006 tienen una compensación incluida en el sueldo, mientras que los de 1998 no la 
tienen. 


Tuve la posibilidad de discutir este decreto con el Ministerio de Economía y Finanzas y allí se 
nos dijo que era lamentable. Reitero que este decreto fue mañoso. Quiero dejarlo claro: nos duele en el 
alma por la injusticia que significa porque esto fue hecho especialmente para favorecer a unos y no a 
otros. Soy clara y, lamento, ser tan directa, pero hay cosas que se deben decir. 


El contador Ricardo Gómez, que fue quien elaboró el proyecto de ley, dijo —la doctora Meza 
no me deja mentir, porque creo que ella pudo hablar con él- que en todo momento su intención — 
hablando de la intencionalidad— nunca fue perjudicar a los funcionarios y que si había que hacerle una 
enmienda, él estaba de acuerdo porque esto realmente no fue jamás su intención. 


Estamos a las órdenes para evacuar cualquier duda que tengan los señores Senadores, pero 
llegó el momento de solucionar el problema que nos genera este plato que nos hemos comido durante 
diez años. No podemos siquiera ser redistribuidos a otras oficinas porque, de hecho, perderíamos esa 
variable. Esto nos tiene atados, cercena nuestro futuro; hace diez años que estamos anclados en esta 
problemática que, además, da para que cuando la parte contable calcula, diga: “incluyo la variable 
cuando conviene, la saco cuando no conviene; este cobra porque es variable”. La variable va para acá 
y para allá; es un instrumento contable. Hoy por hoy, como representante de los funcionarios digo que 
estamos siendo constantemente castigados. 


Este es un problema del que sé que los señores Senadores no tienen la culpa, pero sí era 
hora de que lo tuvieran presente y que cuando lo estudiaran pensaran en las familias de las 54 
personas que dependen de esto. 


Muchas gracias. 


SEÑOR COURIEL.- A los efectos de tener idea de la posición del Ministerio de Economía y Finanzas, 
quisiera saber si ustedes parten de la base de que este es un error y no el deseo de generar esta 


modificación. Desde ese punto de vista, quisiera saber si ustedes conversaron con la Directora de 
Comercio del Ministerio de Economía y Finanzas, economista María Rosa Osimani; de ser así, nos 
gustaría conocer su posición para que nos ayuden en la modificación que se pretende hacer en el 
proyecto de ley correspondiente. 


SEÑORA MEZA.- Por supuesto, hemos ido avanzando en la escala jerárquica. 


El primer planteo, como decía la señora Acevedo, lo hicimos directamente al contador 
Ricardo Gómez y él reconoció que cuando se elaboró esta norma no se tuvieron en cuenta las 
consecuencias directas sobre la partida variable. 


Posteriormente hablamos con la economista Osimani, que también nos dijo lo mismo y 
agregó que, de alguna manera, lo que establecía anteriormente el artículo 21 venía a sustentar eso. 
Creo que el señor Senador Abreu hizo un planteo meridiano en cuanto a que no es lo mismo retreta 
que serenata, porque en este caso no coinciden el espíritu y la letra de ambos artículos. Como decía la 
señora Acevedo, ayer hablamos personalmente con el contador Gómez, a quien le planteamos que la 
Asociación de Funcionarios iba a concurrir a esta Comisión —que generosamente nos iba a recibir— y él 
nos dijo: “Si me llaman voy a decir que los apoyo”. O sea, está dispuesto a apoyarnos. Por supuesto 
que también me dijo: “¡Por favor, no me tranquen la ley con esto!” 


SEÑOR ABREU.- ¡No sabía que el proyecto tenía nombre y apellido! ¿Y el Poder Ejecutivo no opina 
del contador Gómez? 


(Dialogados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay más comentarios, solo nos resta agradecerles la presencia y la 
información brindada. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 10 y 58 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
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